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Entidad originadora: Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
Fecha (dd/mm/aa): 30/10/2020 

Proyecto de 
Decreto/Resolución: 

“Por medio de la cual se modifica la Resolución 463 de 2017, 
relacionada con el Formulario Único Nacional para la solicitud de 
licencias urbanísticas y el reconocimiento de edificaciones y otros 
documentos.” 

 
1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN. 

(Por favor explique de manera amplia y detallada: la necesidad de regulación, alcance, fin que se pretende y sus implicaciones 
con otras disposiciones, por favor no transcriba con considerandos)  

El Decreto 1077 de 2015, “por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”, 
regula íntegramente las disposiciones concernientes al sector de vivienda, ciudad y territorio y racionalizó las normas de carácter 
reglamentario, que lo rigen y estableció los lineamientos de construcción sostenible para edificaciones, incorporó los instrumentos 
que permiten regular las dinámicas de transformación territorial, y optimizó la utilización de los recursos naturales y humanos para el 
logro de condiciones de vida dignas de la población actual y las generaciones futuras. 
 
La Resolución número 549 de 2015, “por la cual se reglamenta el Capítulo 1 del Título 7 de la parte 2, del Libro 2 del Decreto 
número 1077 de 2015, en cuanto a los parámetros y lineamientos de construcción sostenible y se adopta la Guía para el ahorro de 
agua y energía en edificaciones”, reglamentó las medidas activas y pasivas para el diseño y construcción de edificaciones, así como 
los parámetros y lineamientos de construcción sostenible, adoptando la guía para el ahorro de agua y energía en edificaciones, 
señalando la necesidad de actualizar el Formulario Único Nacional de radicación de licencias para el proceso de certificación de la 
aplicación de las medidas. 
 
Conforme al artículo 18 de la Ley 400 de 1997, modificado por el artículo 4º de la Ley 1796 de 2016, el diseñador estructural o 
ingeniero geotecnista podrá exigir supervisión técnica a las edificaciones cuya complejidad, procedimientos constructivos especiales 
o materiales empleados la hagan necesaria, consignando este requisito mediante memorial que se anexará al proyecto estructural 
y/o al estudio geotécnico correspondiente. 
 
Igualmente, según el artículo 9º de la Ley 1795 de 2016, la obligación de amparar los perjuicios patrimoniales aplicará a las nuevas 
unidades de vivienda en los proyectos que se sometan al régimen de propiedad horizontal, unidades inmobiliarias cerradas, loteo 
individual o cualquier otro sistema que genere diferentes unidades inmobiliarias para transferirlas a terceros, por lo cual, las mismas 
requerían de un certificado técnico de ocupación y de un supervisor técnico independiente que lo expida, así como un revisor 
independiente del diseño estructural. 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto número 945 del 2017, “por el cual se modifica parcialmente el Reglamento Colombiano 
de Construcciones Sismorresistentes NSR-10”, los profesionales que intervienen en el desarrollo de una edificación deberán 
suscribir la solicitud de licencia en la calidad prevista en el Formulario Único Nacional para la solicitud de licencias urbanísticas. 
 
El artículo 7º de la Ley 527 de 1999 frente a la firma dispone lo siguiente: 
 

“Cuando cualquier norma exija la presencia de una firma o establezca ciertas consecuencias en ausencia de la misma, 
en relación con un mensaje de datos, se entenderá satisfecho dicho requerimiento si: a) Se ha utilizado un método que 
permita identificar al iniciador de un mensaje de datos y para indicar que el contenido cuenta con su aprobación; b) Que 
el método sea tanto confiable como apropiado para el propósito por el cual el mensaje fue generado o comunicado. Lo 
dispuesto en este artículo se aplicará tanto si el requisito establecido en cualquier norma constituye una obligación, como 
si las normas simplemente prevén consecuencias en el caso de que no exista una firma.” 

 
El artículo 28 de la antedicha ley fijó los atributos de la firma digital de la siguiente manera:  
 

“Artículo 28. Cuando una firma digital haya sido fijada en un mensaje de datos se presume que el suscriptor de aquella 
tenía la intención de acreditar ese mensaje de datos y de ser vinculado con el contenido del mismo. 
 
PARAGRAFO. El uso de una firma digital tendrá la misma fuerza y efectos que el uso de una firma manuscrita, si aquélla 
incorpora los siguientes atributos: 
 
1. Es única a la persona que la usa. 
2. Es susceptible de ser verificada. 
3. Está bajo el control exclusivo de la persona que la usa. 
4. Está ligada a la información o mensaje, de tal manera que si éstos son cambiados, la firma digital es invalidada. 
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5. Está conforme a las reglamentaciones adoptadas por el Gobierno Nacional.”  
 
Por su parte, el artículo 24 de la Ley 962 de 2005, modificado por el artículo 36 del Decreto Ley 19 de 2012, determinó la presunción 
de validez de las firmas, así:  
 

“Las firmas de particulares impuestas en documentos privados, que deban obrar en trámites ante autoridades públicas no 
requerirán de autenticación. Dichas firmas se presumirán que son de la persona respecto de la cual se afirma 
corresponden. Tal presunción se desestimará si la persona de la cual se dice pertenece la firma, la tacha de falsa, o si 
mediante métodos tecnológicos debidamente probados se determina la falsedad de la misma. Los documentos que 
implican transacción, desistimiento y, en general, disposición de derechos, deberán presentarse y aportarse a los 
procesos y trámites administrativos de acuerdo con las normas especiales aplicables. De la misma manera, se exceptúan 
los documentos relacionados con el sistema de seguridad social integral y los del magisterio.” 

  
Los artículos 3º y 5º del Decreto 2364 de 2012, compilado por el Decreto 1074 de 2015, señalan lo siguiente frente a los requisitos 
de la firma y los efectos jurídicos de la firma electrónica: 
 

“Artículo 3. Cumplimiento del requisito de firma. Cuando se exija la firma de una persona, ese requisito quedará cumplido 
en relación con un mensaje de datos si se utiliza una firma electrónica que, a la luz de todas las circunstancias del caso, 
incluido cualquier acuerdo aplicable, sea tan confiable como apropiada para los fines con los cuales se generó o 
comunicó ese mensaje. 
 
(…) 
 
Artículo 5. Efectos jurídicos de la firma electrónica. La firma electrónica tendrá la misma validez y efectos jurídicos que la 
firma, si aquella cumple con los requisitos establecidos en el artículo 3 de este decreto.” 

 
De conformidad con el artículo 2.2.6.6.6.5 del Decreto 1077 de 2015, los curadores urbanos deberán habilitar sistemas de 
transmisión electrónica de datos para que los usuarios envíen o reciban la información requerida en sus actuaciones frente a las 
materias objeto de la curaduría. 
 
En virtud de lo anterior, se hace necesario modificar el Formulario Único Nacional para la solicitud de licencias urbanísticas y el 
reconocimiento de edificaciones, así como la guía para su diligenciamiento, y el Formato de Revisión e Información de Proyectos. 
 

2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO 
 (Por favor indique el ámbito de aplicación o sujetos obligados de la norma) 

El ámbito de aplicación del proyecto de resolución es de nivel nacional y va dirigido a solicitantes de licencias urbanísticas, 
curadores urbanos y oficinas de planeación municipal o distrital. 

 
 

3. VIABILIDAD JURÍDICA 
(Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos) 
 
3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo 

 
La Constitución Política.  
Artículo 189. “Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad 
Administrativa: (…) 11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes 
necesarios para la cumplida ejecución de las leyes.” 

 
La potestad reglamentaria es una facultad constitucional propia del Presidente de la República que lo autoriza para expedir 
normas de carácter general destinadas a la ejecución y cumplimiento de la ley. Esta potestad se caracteriza por ser una 
atribución constitucional inalienable, intransferible, inagotable, pues no tiene plazo y puede ejercerse en cualquier tiempo, e 
irrenunciable, porque es un atributo indispensable para la que la Administración cumpla con su función de ejecutar la ley.  

 
Esta potestad, a través de la cual se desarrollan las reglas y principios fijados en la ley que permiten su aplicación. Esta 
facultad en ningún caso puede modificar, ampliar o restringir la ley en cuanto a su contenido o alcance.  

 
Decreto 1077 de 2015. 
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De otra parte, el Decreto 1077 de 2015 en diversos apartes permite al Gobierno Nacional, que en ejercicio de la facultad 
reglamentaria establecida en el artículo 189 de la Constitución Política, expida las reglamentaciones correspondientes para 
hacer efectivas las disposiciones adoptadas mediante este decreto. 

 
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada 

 
La resolución 462 de 2017 se encuentra vigente. 

 
3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 
 

El proyecto de resolución modifica la resolución 462 de 2017. 
 
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del 

proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción) 
 

N/A 
 
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales  
 

Con la expedición de la presente resolución, se genera de manera gradual y voluntaria la utilización de alternativas 
tecnológicas que permitan una mayor eficiencia y agilidad en el desarrollo de los procedimientos de licenciamiento urbanístico, 
como lo son la posibilidad de presentar los planos, diseños, memorias y firmas por medios digitales y/o electrónicos.  
 
Así mismo, se armoniza la documentación en el formato de licencias con los requerimientos técnicos exigidos por la Norma 
Sismo Resistente y adecuan los requisitos en materia de construcción sostenible para facilitar su medición y cumplimiento. 

 
 
 
 
 
 

4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere) 
(Por favor señale el costo o ahorro de la implementación del acto administrativo) 

La presente resolución no genera impacto económico en los destinatarios de la norma. 
 
 

5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere) 
(Por favor indique si cuenta con los recursos presupuestales disponibles para la implementación del proyecto normativo)  

No se requiere identificar los costos fiscales del proyecto normativo ni la fuente para la financiación, pues en este caso el 
proyecto no genera impacto presupuestal. 
 
La expedición del proyecto normativo no requiere de Certificado de Disponibilidad Presupuestal. 

 
6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se 

requiere) 
(Por favor indique el proyecto normativo tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio cultural de la Nación)  

 
La presente resolución no genera impacto medioambiental o sobre el patrimonio cultural de la Nación. 

 
7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos)  

N/A 
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ANEXOS:  
Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de 
incorporación en la agenda regulatoria  
(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora) 

(Marque con una x) 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de 
evaluación de conformidad) 

(Marque con una x) 

Informe de observaciones y respuestas  
(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y 
grupos de interés sobre el proyecto normativo) 

(Marque con una x) 

Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de 
Industria y Comercio 
(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los 
mercados) 

(Marque con una x) 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo 
de la Función Pública 
(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite) 

(Marque con una x) 

Otro  
(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante 
o de importancia) 

(Marque con una x) 

 
Aprobó: 

 
 

 
_________________ 
Juan Carlos Covilla Martínez  
Jefe de la Oficina Jurídica  
 
_________________ 
Camilo Andrés Quiroz Hinojosa  
Director de Espacio Urbano y Territorial (e) 

 


